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RESUMEN 
El robo de cables y componentes eléctricos en el Perú ha ocasionado pérdidas 

económicas y problemas en el suministro de energía eléctrica. En el presente 

informe se plantea un análisis sobre la aplicación de la fuerza mayor como 

eximente de responsabilidad en un contrato de concesión de servicio público de 

distribución de energía eléctrica. 

 

 El caso involucra a EDECAÑETE S.A., quien solicitó la aplicación de la fuerza 

mayor debido al robo de conductores eléctricos; no obstante, OSINERGMIN 

denegó la solicitud argumentando que el robo era frecuente en la zona, y, por 

tanto, no se cumplirían con los requisitos de fuerza mayor establecido en la 

normativa. En ese sentido, cabe analizar la correcta aplicación de los requisitos 

de fuerza mayor en el sector eléctrico.  

 

Para resolver el problema planteado será necesario analizar la obligación del 

suministro eléctrico, el desarrollo del concepto de la fuerza mayor como 

excepción ante la variación del suministro y la aplicación de la fuerza mayor 

dentro del procedimiento administrativo correspondiente.  

  

Palabras clave 
Fuerza mayor, frecuencia, debida diligencia, irresistibilidad, imprevisibilidad, 

extraordinariedad.  
 
ABSTRACT 

The theft of cables and electrical components in Peru has caused economic 

losses and problems in the supply of electrical energy. This report presents an 

analysis of the application of force majeure as an exemption from liability in a 

public service concession contract for the distribution of electrical energy. 

 

 

The case involves EDECAÑETE S.A., who requested the application of force 

majeure due to the theft of electrical conductors; However, OSINERGMIN denied 
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the request, arguing that theft was frequent in the area, and, therefore, the force 

majeure requirements established in the regulations would not be met. In this 

sense, it is worth analyzing the correct application of force majeure requirements 

in the electricity sector. 

 

 

To resolve the problem posed, it will be necessary to analyze the obligation of 

electricity supply, the development of the concept of force majeure as an 

exception to the variation in supply and the application of force majeure within 

the corresponding administrative procedure. 

 

Keywords 

Force majeure, frequency, due diligence, irresistibility, unpredictability, 
extraordinaryness 
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OSINERGMIN 
TERCEROS - 

OTROS  - 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 
 

 

5 

 

I. INTRODUCCIÓN 
 

I.1. Justificación de la elección de la resolución  
 

1. El hurto de componentes eléctricos de las estructuras de las empresas 
distribuidoras de energía han representado un problema que no solo ha 
afectado a las empresas concesionarias, sino que también a los usuarios 
del servicio que han sido perjudicados por el corte de energía ocasionado 
por este hecho delictivo. En ese sentido, a lo largo de los años, se han 
producido diversos debates jurídicos entre las concesionarias y la 
Administración pública para determinar la correcta aplicación de la fuerza 
mayor en los casos de hurto de conductores eléctricos.  
 

2. De esta forma, se establecía, a través del procedimiento administrativo 
correspondiente, la parte que debía soportar el costo de la interrupción de 
energía eléctrica. Es por ello, que surge la importancia de analizar la 
Resolución Nº 3474-2007-OS/GG, ya que significó una controversia 
compleja acerca de la aplicación de los requisitos de la fuerza mayor ante 
el hurto de conductores, permitiéndonos, mediante el presente informe, 
identificar los criterios que se aplican al concepto de fuerza mayor y su 
adecuación a las necesidades del sector eléctrico. 

 
I.2. Presentación del caso y análisis 

3. El presente caso versa sobre la discusión conceptual y aplicación de la 
fuerza mayor como eximente de responsabilidad ante la interrupción del 
servicio de distribución eléctrica. Dicho caso inicia cuando la empresa 
concesionaria EDECAÑETE S.A. (en adelante, EDECAÑETE) solicita la 
aplicación de la fuerza mayor como eximente de responsabilidad por la 
interrupción del suministro de electricidad a causa del hurto de 
componentes de las estructuras eléctricas ante el Organismo Supervisor 
de la Inversión en Energía y Minería (en adelante, OSINERGMIN). Sin 
embargo, el regulador deniega la solicitud argumentando que, al ser 
frecuente el robo de estos cables en la zona y que el concesionario ya 
había sido víctima de la ilegal sustracción de cables, debió prever otros 
intentos de hurto. De esta forma, a entender del regulador, este hecho 
sería frecuente y, por tanto, no sería extraordinario, ni imprevisible.  
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4. Ante la negativa de la Administración Pública, EDECAÑETE, plantea los 
recursos de reconsideración y apelación del acto administrativo que 
deniega la solicitud de fuerza mayor; no obstante, ambas son declaradas 
infundadas por OSINERGMIN, dando por agotada la vía administrativa. 
Teniendo en cuenta los hechos del caso, el presente informe versa sobre 
la aplicación de los criterios que deben estar presentes al momento de 
calificar una solicitud de fuerza mayor. Por lo tanto, para poder realizar un 
análisis jurídico adecuado, se procederá a determinar la relevancia del 
principio de continuidad en el servicio público de suministro de energía 
eléctrica y los límites que este posee. Una vez establecida la importancia 
de la continuidad del servicio y de identificar los supuestos de interrupción, 
se analizará el concepto de fuerza mayor como eximente de 
responsabilidad contractual en el sector eléctrico y la evolución de los 
criterios para evaluar la existencia de fuerza mayor. 

 
5. Finalmente, se analizará el procedimiento administrativo para la 

calificación de la fuerza mayor, partiendo de una evaluación de la 
aplicación de los criterios que sirven para señalar la existencia del 
eximente de responsabilidad. De esta manera, se podrá determinar si la 
solicitud de EDECAÑETE fue efectuada bajo los parámetros del 
procedimiento o si transgredió las normas y principios del sector eléctrico.  
 

II. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 
 

II.1. Antecedentes  
 

7. En el año 1992 se promulga la Ley de Concesiones Eléctricas, aprobado 
por el Decreto Ley N° 25488 (en adelante la LCE). En dicha ley, mediante 
el artículo 87°, se establece que los concesionarios podrán variar las 
condiciones del suministro por casos de fuerza mayor. Asimismo, en el 
artículo 169° del reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas, 
aprobado por el Decreto Supremo N°009-93-EM (en adelante el 
Reglamento) señala que será OSINERGMIN la autoridad competente 
para calificar un caso de fuerza mayor.  
 

8. El 27 de enero de 1995, mediante Resolución Suprema Nº 008-95-EM, el 
Ministerio de Energía y Minas otorgó la Concesión definitiva para 
desarrollar actividades de distribución eléctrica a la empresa 
ELECTROLIMA S.A. Como parte del proceso de reestructuración de las 
empresas del sector eléctrico dispuesto en el Decreto Ley Nº 25844, se 
creó la Empresa de Distribución Eléctrica de Cañete Sociedad Anónima - 
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EDECAÑETE S.A., a razón de la transferencia de los activos de la 
empresa ELECTROLIMA S.A. 
 

9. El 21 de marzo de 1995, mediante Oficio Nº 627/95/DE/COPRI se solicita 
la transferencia de la Concesión Definitiva de Distribución que poseía 
ELECTROLIMA S.A. a favor de EDECAÑETE S.A. Con fecha 05 de 
diciembre de 1995, mediante Resolución Suprema Nº 095-95-EM, el 
Ministerio de Energía y Minas resolvió aprobar la transferencia de las 
Concesiones Definitivas otorgadas a ELECTROLIMA S.A. a favor de 
EDECAÑETE S.A. De esta forma, la empresa EDECAÑETE S.A. sería la 
concesionaria del servicio de distribución de electricidad en la provincia 
de Cañete. 
 

10. En el año 1997, mediante el Decreto Supremo N°020-97-EM, se aprueba 
la Norma Técnica de Calidad de los Servicios Eléctricos (en adelante la 
Norma Técnica). En la mencionada norma, en su tercera disposición final, 
se establecieron los elementos que concurren al momento de invocar la 
fuerza mayor y el plazo que el concesionario dispone. Asimismo, el 
OSINERGMIN, a través de la resolución de Consejo Directivo N°010-
2004-OS-CD (en adelante la Directiva), aprobó el procedimiento 
administrativo por el cual el administrado debe solicitar a la autoridad la 
calificación de un evento como fuerza mayor. 
 

11. El 04 de agosto del 2007, a la 01:47 AM se produjo el robo de conductores 
de la red aérea de media tensión perteneciente a EDECAÑETE. El hurto 
de dichos conectores habría ocasionado una interrupción al servicio en 
diversos sectores del distrito de Cañete.  Luego de localizar el fallo en el 
circuito eléctrico de mediana tensión, personal de EDECAÑETE se 
dispuso a apersonarse al lugar con efectivos policiales, quienes 
constataron que la interrupción fue ocasionada por el hurto de terceros 
que estropearon la red eléctrica con el objetivo de poder sustraer los 
componentes, cables y componentes de cobre de la estructura.  

 
 

II.2. Hechos relevantes del caso  
 

Primera instancia administrativa 
 

12. El 04 de agosto del 2007, EDECAÑETE solicitó ante OSINERGMIN la 
calificación de la interrupción del servicio público del alimentador CÑ-5, el 
cual fue ocasionado por el hurto de conductores eléctricos en dicha 
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estructura. En la solicitud, EDECAÑETE señaló que cumplió con la 
restitución del servicio público y que el evento entraba dentro del supuesto 
tipificado en el numeral 2.6 del Título Segundo de la Directiva; por lo tanto, 
el evento debía calificar como fuerza mayor. Los medios probatorios 
presentados por el concesionario fueron la comunicación a los usuarios 
mediante el periódico de la interrupción del servicio eléctrico ocasionado 
por el hurto de conductores y el parte policial que certificó el hurto de los 
conductores. 
 

13. Asimismo, EDECAÑETE adjuntó dos informes técnicos para sustentar su 
solicitud. En el primer informe técnico MT 0266, se precisa la duración de 
la interrupción, los sectores afectados por el hurto y el procedimiento que 
se llevó a cabo para la reposición del servicio. El segundo informe técnico 
CDC 0266, contiene las medidas preventivas que el administrado había 
tomado, las cuales son la coordinación con la policía del sector para 
realizar acciones preventivas y comités de autodefensa para identificar a 
los delincuentes; la instalación de tranqueras en los principales centros 
poblados de mayor incidencia de hurto de conductores; la creación de una 
línea gratuita para denunciar a los ladrones; la adquisición de linternas, 
reflectores y equipos de comunicación para las rondas de vigilancia de las 
líneas eléctricas y la instalación de corona de púas en ciertas estructuras 
de media tensión. 
 

14. En respuesta a la solicitud, el 04 de setiembre de 2007, la Gerencia de 
Fiscalización Eléctrica de OSINERGMIN, mediante Resolución de 
Gerencia de Fiscalización Nº 3141-2007-OS/GFE, declaró infundada la 
solicitud de calificación de fuerza mayor, ya que el hurto de conductores 
no cumplía con los requisitos y principios esbozados en el artículo 1315° 
del Código Civil y el numeral 1.1 de la Directiva. Dicho razonamiento se 
basó en la frecuencia de otros sucesos de iguales características que se 
dieron en el mismo lugar, según consta en los expedientes FM-2007-
1124, FM-2007-0429 y FM-2007-0238; de esta forma, para OSINERGMIN 
el hurto de conductores sufrido por EDECAÑETE no podría considerarse 
como impredecible y extraordinario. Asimismo, la Administración indicó 
que le corresponde al administrado la adopción de medidas adecuadas, 
tales como identificar puntos de riesgo e implementar medidas 
preventivas para monitorear dichos puntos. 
 

Recurso de reconsideración  
 

15. El 24 de septiembre del 2007, EDECAÑETE presentó el recurso de 
reconsideración contra la Resolución Nº 3141-2007-OS/GFE debido a 
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que manifestaban que el hecho que ocasiona la interrupción a calificar 
cumple con todos los requisitos estipulados en la norma, siendo un evento 
imprevisible, irresistible y extraordinario, externo a la propia instalación. 
En relación con lo mencionado, el administrado ofreció, adicionalmente, 
fotografías que demuestran otras medidas preventivas que se tomaron en 
cuenta para prevenir el hecho, siendo una de ellas el uso de rondas de 
seguridad para patrullaje.  
 

16. Por otro lado, EDECAÑETE precisa que OSINERGMIN tiene el deber de 
ser consistente en la emisión de sus actos administrativos, tal como 
señala el principio de transparencia. Es así que los criterios que cualquier 
órgano de OSINERGMIN utilice en sus decisiones deben ser conocibles 
y predecibles a los administrados. Tomando en cuenta ello, la misma 
Administración confirma que se cumplieron con todos los instrumentales 
exigidos; no obstante, la solicitud fue declarada infundada basándose en 
criterios subjetivos. En ese sentido, EDECAÑETE menciona que la razón 
de la fuerza mayor en el sector eléctrico es evidenciar eventos que 
imposibilitan a las concesionarias a cumplir con su obligación 
ocasionadas por conductas de terceros.  
 

17. Por lo tanto, acorde a EDECAÑETE, OSINERGMIN debe identificar la 
causa de la interrupción y evaluar si esta es atribuible al concesionario, si 
es así, corresponderá examinar si las medidas preventivas adoptadas por 
este obedecen a una diligencia ordinaria. En ese orden de ideas, la causa 
de la interrupción del presente caso es ajena al concesionario y no sería 
necesario verificar su diligencia. Por otro lado, en cuanto a la frecuencia 
esbozada por el regulador, EDECAÑETE precisa que el uso de la 
frecuencia como un criterio para evaluar la diligencia del administrado es 
ilegal y que esta no debe estar presente al momento de analizar la fuerza 
mayor en un caso.  
 

18. Por último, la concesionaria señala que se debe tomar en cuenta la 
ubicación del hurto, pues es un lugar de difícil acceso que no cuenta con 
alumbrado público ni alguna habilitación urbana, proporcionado las 
condiciones idóneas para que los delincuentes cometan el ilícito y se 
imposibilite a EDECAÑETE tomar medidas disuasorias adecuadas. Por lo 
tanto, el que OSINERGMIN considere este un evento ordinario y 
predecible lleva a que se piense que son comunes el robo de autos u otro 
tipo de delitos que se produzcan en la vida diaria.  
 

19. El 10 de octubre del 2007, OSINERGMIN mediante Resolución de 
Gerencia de Fiscalización Eléctrica Nº 3689-2007-OS/GFE, declaró 
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infundado el recurso, porque resalta que en la Directiva, se menciona 
claramente que se considerará la frecuencia como un elemento a evaluar, 
por ende, un hecho frecuente no puede ser calificado como un evento de 
fuerza mayor. Adicionalmente, para el regulador, EDECAÑETE no ha 
presentado argumento alguno que refute la existencia de frecuencia del 
evento.  
 

Segunda Instancia Administrativa 
 

20. El 5 de noviembre del 2007, EDECAÑETE presentó el recurso de 
apelación contra la resolución de la Gerencia de Fiscalización Eléctrica 
Nº 3689-2007, sosteniendo que no se puede analizar individualmente 
cada requisito, sino que debe ser analizado los tres requisitos en su 
conjunto. Asimismo, acorde a la regulación del sector eléctrico, 
EDECAÑETE señala que el concesionario solo está obligado a instalar 
medidas preventivas de riesgos ordinarios y previsibles, con la finalidad 
de asegurar la calidad del servicio prestado.  
 

21. Además de ello, la concesionaria declara que la naturaleza de las 
solicitudes para la calificación de fuerza mayor solo evidencian la 
imposibilidad del administrado en poder cumplir con obligación de 
suministrar energía, con lo cual no es causante del incumplimiento y, por 
ende, no ser responsable de ello. Por lo tanto, el hurto de conductores 
eléctricos sufrido por EDECAÑETE lo imposibilitaba para cumplir con la 
obligación de suministrar energía eléctrica, con lo cual se debía calificar 
dicho evento como uno de fuerza mayor. 
 

22. El 27 de noviembre del 2007, a través de la Resolución de Gerencia 
General Nº 3474-2007-OS/GG, OSINERGMIN declaró infundado el 
recurso de apelación. Dentro del análisis realizado por el regulador, este 
señaló que si bien EDECAÑETE acreditó de forma objetiva el suceso, 
faltaba la verificación de la extraordinariedad, imprevisibilidad e 
irresistibilidad del evento. Para el regulador, el hurto de conductores 
eléctricos es un hecho frecuente que afecta a menudo a los usuarios de 
este servicio como a las empresas. En ese sentido, esta frecuencia del 
hurto permite a las concesionarias identificar las estructuras más 
vulnerables en su red de distribución. 
 

23. De acuerdo con los registros de OSINERGMIN, EDECAÑETE sufrió 
varios casos de hurtos de conductores en la misma zona, los cuales 
constan en los expedientes FM-2007-1124, FM-2007-0429 y FM-2007-
0238. Esto evidenciaría la frecuencia de los hurtos, lo cual significaría que 
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no son extraordinarios ni impredecibles. Asimismo, el administrado no ha 
demostrado que dicho hurto es un evento extraordinario e impredecible 
porque la frecuencia de los hurtos en la zona permite al administrado 
prever dicho suceso, En consecuencia y por todo lo expuesto, la Entidad 
confirmó la Resolución apelada y declaró concluida la vía administrativa. 

 
 
III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

III.1. Problema principal: 
 
¿La interrupción del servicio público ocurrido el 04 de agosto del 2007 en la zona 
de concesión de EDECAÑETE califica como un evento de Fuerza Mayor?  
 

III.2. Problemas secundarios  
 

1. ¿En qué consiste la obligación del suministro continuo de energía 
bajo el régimen del servicio público? 
 

2. ¿Cómo ha sido el desarrollo del concepto de fuerza mayor como 
eximente de responsabilidad frente al suministro continuo de 
energía? 
 

3. ¿Cómo se califica la existencia de fuerza mayor ante una 
interrupción del servicio eléctrico dentro de un procedimiento 
administrativo ante OSINERGMIN? 
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IV. POSICIÓN DEL CANDIDATO/A 
 

IV.1. Respuestas preliminares a los problemas principal y 
secundarios 

 
24. Previo al análisis jurídico del presente informe, una respuesta anticipada 

a la pregunta principal es que la interrupción del servicio eléctrico ocurrida 
el 04 de agosto del 2007 reúne todos los supuestos requeridos por la 
norma, debiendo haberse calificado como un suceso de fuerza mayor. 
Asimismo, la obligación del suministro de energía que tiene el 
concesionario es compleja, pues al estar dentro del régimen de los 
servicios públicos, no solo es una mera contraprestación, sino que busca 
satisfacer el interés general. 
 

25. Bajo esa premisa, la interrupción debe ser un fenómeno excepcional 
cuyos supuestos deben estar plenamente definidos en las normas 
sectoriales. En ese sentido, una de estas excepciones es la fuerza mayor, 
un concepto importado desde el derecho civil que cobra importancia en el 
derecho administrativo para determinar el eximente de responsabilidad 
ante el incumplimiento de una obligación. Por tanto, su desarrollo debe 
estar enfocado en preservar el interés general sin descuidar la parte 
económica del servicio. 
 

26. Finalmente, el procedimiento administrativo mediante el cual se califica la 
fuerza mayor debe estar ceñido de diversos criterios que permitan una 
acertada valoración de los medios probatorios y de la realidad de la 
actividad de suministro de energía eléctrica. Es por ello que, la calificación 
de la fuerza mayor debe basarse, principalmente, en la debida diligencia 
que debe adoptar el concesionario al momento de tomar las medidas 
preventivas. 

 
IV.2. Posición individual sobre el fallo de la resolución  

 
27. La Resolución de Gerencia General Nº 3474-2007-OS/GG ha sido emitida 

sin tener en cuenta la debida diligencia de EDECAÑETE, centrándose 
solamente en la existencia de la frecuencia del hurto para señalar la 
ordinariedad y previsibilidad del hecho. Sin embargo, es crucial 
determinar si las medidas preventivas tomadas por el concesionario han 
sido diligentes, ya que de esta forma se podrá calificar la 
extraordinariedad, imprevisibilidad e irresistibilidad del hurto. 
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28. Teniendo en cuenta lo antes expuesto, la Administración debió incluir, 
dentro de su exposición de motivos, un examen de los medios probatorios 
que ofreció el administrado durante el procedimiento. Por lo tanto, la 
decisión de no calificar el evento como fuerza mayor por parte de 
OSINERGMIN no posee un análisis completo de todos los aspectos 
importantes que se deben tener en cuenta.  
 

 
V. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS  
 

1. ¿En qué consiste la obligación del suministro continuo de energía 
bajo el régimen del servicio público? 

 
29. La obligación de mantener continuamente el flujo de electricidad por parte 

del concesionario consiste en asegurar que este servicio sea prestado 
ininterrumpidamente. Dicha obligación no solo está contenida en el 
Contrato de concesión, sino que también es regulada por la normativa 
sectorial. Esto es debido a la complejidad de la relación jurídica que posee 
EDECAÑETE con el Estado peruano. Para entender ello, es relevante 
realizar una breve descripción del régimen económico y legal del Perú con 
el objetivo de entender de mejor forma los principios y normas que regulan 
el servicio de suministro de energía.  
 

El régimen económico legal:  
 

30. El artículo 58° de la Constitución Política del Perú establece una 
economía social de mercado, régimen que busca un desarrollo 
económico justo, otorgando prerrogativas al Estado para que este pueda 
intervenir y regular la economía en determinadas actividades económicas, 
con la finalidad de concretar el crecimiento económico acompañado de 
un progreso social.  
 

31. Asimismo, el Tribunal Constitucional, como sumo intérprete de la 
Constitución, se ha pronunciado sobre el régimen económico del país a 
través de su Sentencia N° 00034-2004-PI/TC, en la que señala que una 
economía social de mercado se conforma por los principios de libertad de 
mercado y justicia, ocasionando que el Estado no pueda permanecer 
inerte ante determinadas actividades económicas, sino que debe 
garantizar y promover el interés general (2004, Fundamento Jurídico N° 
19). Teniendo en cuenta ello, existen sectores económicos sumamente 
importantes para el desarrollo del país que repercuten directamente sobre 
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los derechos fundamentales de las personas. De tal forma, que el Estado 
no puede dejar a merced de los fallos del mercado estos servicios 
básicos, también conocidos como servicios públicos (Álvarez, 2014, pp. 
261-264).  

  
El principio de continuidad en los servicios públicos:  

 
32. El servicio público, de acuerdo con Huapaya, es un régimen jurídico que 

tiene una finalidad garantista y social; siendo definido por su función 
social. En esa misma línea, el Estado debe garantizar la prestación 
adecuada de ciertos servicios que sean esenciales para la vida en 
colectividad y que por sus características necesiten la intervención del 
Gobierno para que corrijan las deficiencias que el mercado no puede 
cubrir (2015, pp. 381). 
 

33. Respecto a qué comprende los servicios públicos, Danós indica que se 
deben tener en cuenta dos características cruciales para calificar una 
actividad como servicio público: el primero es que sean actividades 
materiales para el disfrute de los derechos fundamentales; y, el segundo, 
está referido a que su reconocimiento, como servicio público, deba ser 
por norma de rango legal (2008, pp. 260). Es por ello que, los servicios 
públicos tienen como principal propósito atender las necesidades básicas 
de las personas, procurando su dignidad y calidad de vida. 
 

34. Por otro lado, es importante mencionar la relevancia del principio de 
continuidad dentro de dicho régimen. En ese sentido, para Zegarra, sin el 
principio de continuidad no hay un servicio público. El autor detalla que el 
principio exige que el servicio deba brindarse de forma ininterrumpida; sin 
embargo, su exigibilidad no es igualitaria a todos, debido a que se debe 
evaluar su continuidad a razón de los factores que se presenten en cada 
sector, dándose una suerte de escala de continuidad (2012, pp. 24). 
 

35. En esa orden de ideas, el principio de continuidad no es absoluto, sino 
que permite que existan ciertas excepciones según las características 
propias de cada servicio. Al respecto, Arosteguí Hirano expone que una 
regla de continuidad general no sería adecuada, lo óptimo es que cada 
sector dote de contenido a este principio bajo sus propios criterios. En 
adición a ello, la continuidad relativa se da cuando el servicio público 
admite un marco de tolerancia en cuanto a la interrupción del servicio, ya 
que los costos de mantener continuo el servicio serían ineficientes (2012, 
pp. 46-50).  
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Continuidad en la distribución de energía eléctrica.  
 

36. El servicio público de distribución de energía eléctrica en el Perú se 
encuentra reconocido expresamente en la LCE. Dicho servicio es parte 
de las cuatro actividades del sector eléctrico, las cuales son: generación, 
transmisión, distribución y venta. En cuanto al servicio de distribución, 
según indica el inciso c del artículo 3° de la LCE, se necesita una 
concesión para poder explotarla. Asimismo, esta tendrá carácter de 
servicio público de electricidad cuando la demanda supere los 500 KW. 
 

37. En cuanto al principio de continuidad, es necesario realizar un análisis en 
conjunto de las normas del sector y el Contrato de concesión que permitan 
estructurar cuáles son las obligaciones que tiene un concesionario de 
suministro de energía eléctrica en base a dicho principio. Teniendo en 
cuenta ello, es importante diferenciar las diferentes fuentes de estas, tales 
como la LCE, su Reglamento, la Norma Técnica y el Contrato de 
concesión.  
 

38. Si bien en la LCE no indica expresamente que el concesionario está 
obligado a suministrar continuamente el servicio, sí menciona la penalidad 
a la que se sometería el administrado de no hacerlo. Precisamente, en el 
artículo 86° de la ley señala lo siguiente: 
 

“Si el suministro de energía sufriera interrupción total o parcial por 
un período consecutivo mayor de cuatro horas, el concesionario 
deberá compensar a los usuarios por el costo de la potencia y 
energía no suministrada en las condiciones que establezca el 
Reglamento, excepto en las oportunidades en que ellas fueren 
originadas por causa imputable al usuario afectado” 

 
39. De lo expuesto, es fundamental resaltar tres elementos del artículo citado; 

i) la interrupción del servicio debe ser mayor a cuatro horas de forma 
consecutiva; ii) la compensación es a todos los usuarios por el costo de 
la potencia y la energía no suministrada y; iii) se introduce una excepción 
ante la aplicación de la penalidad, la cual indica que no se pagará la 
compensación en tanto la causa de la interrupción sea imputable al 
usuario afectado.  

 
40. Por otro lado, acorde con el artículo 168° del Reglamento, la 

compensación estará compuesta por la energía y potencia no 
suministrada. Esta penalidad será efectuada a través de un descuento en 
la facturación del mes próximo de la interrupción. Asimismo, se deja en 
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claro que las interrupciones programadas o causadas por eventos de 
fuerza mayor no serán entendidas como supuestos a compensar. Al 
respecto, es importante resaltar la mención de otros dos supuestos en los 
que no aplica la compensación ante la interrupción del servicio. 
 

41. De esta forma, una interpretación de ambas normas indicaría que las 
concesionarias del servicio de distribución de electricidad no solo tienen 
la obligación de prestar ininterrumpidamente el servicio, sino que deben 
asegurar que así sea. Asimismo, se precisa que de no cumplir con dicha 
obligación, la consecuencia sería la imposición de una compensación por 
el costo de una energía y potencia no suministrada, la cual será aplicada 
como descuento en la facturación del mes siguiente a la interrupción. 
Además de ello, se menciona que la norma admite como excepción la 
fuerza mayor, la cual permite variar el suministro de energía, dicha 
excepción se analizará posteriormente. 

 
42. Por otro lado, en el Título Sexto de la Norma Técnica, señala que la 

calidad del servicio se medirá en relación a su continuidad; de forma tal, 
que el número de interrupciones, su duración y la energía no suministrada 
serán tomadas en cuenta para evaluar la calidad del servicio. Asimismo, 
no se considerará una interrupción la suspensión del suministro que dure 
menos de tres minutos ni la que haya sido calificada como fuerza mayor. 
Adicionalmente, el literal d) del Título Tercero, menciona otros casos en 
los que están absueltos de pagar la compensación por incumplir con la 
calidad del servicio, siendo la ejecución de obras de gran envergadura 
con un impacto en el interés público y el reforzamiento o ampliación de 
instalaciones existentes.    
 

Contrato de concesión de EDECAÑETE. 
 

43. En el Contrato de concesión de EDECAÑETE con el Estado peruano, se 
precisa, en la Cláusula Sexta, las condiciones que el distribuidor debe 
cumplir al momento de proporcionar el servicio. Específicamente, 
EDECAÑETE debe distribuir la electricidad de forma continua, suficiente 
y sujetas a las normas de calidad. En consonancia con el artículo 86° de 
la LCE, se menciona que la compensación sería la penalidad a afrontar si 
se incumple con las condiciones antes descritas. En la Cláusula 7.2.1 del 
contrato, el administrado está obligado a garantizar a sus clientes el 
suministro continuo, oportuno y suficiente. Complementando lo 
mencionado, la Cláusula 7.2.7 reitera que la compensación a los usuarios 
por el servicio público no suministrado será en base a la potencia y 
energía no suministrada por un lapso mayor a cuatro horas.  
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44. De lo expuesto, como se mencionó anteriormente, la obligación de 

mantener continuamente la distribución de energía eléctrica se configura 
en garantizar que el servicio no sufra interrupción alguna. De no hacerlo, 
éste deberá pagar una compensación al usuario por la energía y potencia 
no suministrada. Sin embargo, el régimen del servicio público de 
distribución admite ciertos supuestos en los cuales el concesionario 
puede variar e incluso interrumpir el suministro de energía.  

 
2. ¿Cómo ha sido el desarrollo del concepto de fuerza mayor como 

eximente de responsabilidad frente al suministro continuo de 
energía? 
 

45. El desarrollo de la fuerza mayor, como eximente de responsabilidad ante 
la interrupción del servicio, está orientado a enfatizar la debida diligencia 
del concesionario como principal criterio para evaluar los principios 
constitutivos determinados en la norma. Dicho argumento se desprende 
del análisis de la evolución conceptual que ha tenido la fuerza mayor 
desde su introducción en la LCE. Precisamente, en el artículo 87° de la 
LCE señala que la fuerza mayor es el supuesto que permite al 
concesionario variar transitoriamente las condiciones de suministro, 
teniendo como obligación dar aviso a los usuarios y al organismo 
fiscalizador.  
 

46. Complementando lo mencionado, el artículo 169° del Reglamento indica 
que será OSINERGMIN el ente encargado de comprobar y calificar la 
fuerza mayor. A partir de ambas normas y en base a la Tercera 
Disposición Final de la Norma Técnica, OSINERGMIN ha emitido la 
Directiva N°010-2004-OS/CD, en la que establece el procedimiento para 
solicitar la calificación de fuerza mayor. No obstante, previo al análisis del 
desarrollo del concepto de la fuerza mayor en el derecho administrativo 
ante una interrupción del servicio, es fundamental realizar una distinción 
con la fuerza mayor como eximente de responsabilidad en un 
procedimiento sancionador. 
 

La fuerza mayor en el procedimiento administrativo sancionador.  
  

47. La fuerza mayor como eximente de responsabilidad en un procedimiento 
administrativo sancionador está descrito en el literal a) del artículo 257° 
del Texto Único Ordenado de la Ley de Procedimiento Administrativo 
General, aprobado mediante Decreto Supremo N° 004-2019-JUS (en 
adelante TUO LPAG). De acuerdo con Morón, la finalidad de los 
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eximentes de responsabilidad en un procedimiento administrativo 
sancionador es que sean causas de exculpación del autor de una 
infracción que haya cometido; es decir, que a pesar de haber realizado 
una conducta antijurídica, este no va a responder por ello, significando la 
eliminación de una posible sanción (2014, pp. 512-516).  
 

48. Por otra parte, el objetivo de incluir un eximente de responsabilidad ante 
un incumplimiento contractual no es eliminar una sanción por una 
conducta ilícita, sino una obligación adquirida por un contrato de 
concesión y las normas sectoriales, cuyo fin es garantizar que existe un 
continuo suministro de energía eléctrica para los usuarios. En cuanto a 
fuerza mayor dentro de un procedimiento administrativo sancionador, este 
busca eximir de responsabilidad al administrado de la eventual imposición 
de una sanción tipificada. 

 
La fuerza mayor en el derecho civil.  
 

49. Una vez hecha la diferenciación, se procederá a analizar los requisitos y 
principios que subyacen detrás de la fuerza mayor, tomando como 
referencia lo estipulado en el derecho civil. En ese sentido, la fuerza 
mayor está definida en el artículo 1315° del Código Civil, como un evento 
extraordinario, imprevisible e irresistible, el cual impide la ejecución de 
una obligación u ocasiona su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso. 
Hay que tener en cuenta que el Código Civil, así como la normativa del 
sector eléctrico, no ha diferenciado el caso fortuito con la fuerza mayor. 
No obstante, acorde a la Corte Suprema en su Casación N° 823-2002, la 
diferencia entre ambos conceptos radica en el origen de la causa del 
evento impeditivo, ya que estos son ocasionados por sucesos diferentes 
(2002, Fundamento jurídico N° 04). Es así que, el caso fortuito se produce 
por eventos ocasionados por la naturaleza; mientras que la fuerza mayor 
por el hombre.  
  

50. Acorde al Código Civil, se configura la fuerza mayor cuando un evento 
sea extraordinario, imprevisible e irresistible, siendo estas las tres únicas 
características que se requieren para poder calificar un evento como 
fuerza mayor. De acuerdo con Luis Del Risco, la extraordinariedad es 
evento atípico, infrecuente y fuera de lo común; la imprevisibilidad es un 
evento que no se puede anticipar de forma razonable; y la irresistibilidad 
es un evento insuperable para el deudor, impidiendo que este pueda 
cumplir con su obligación, siendo esta una imposibilidad absoluta (2011. 
pg 41-45).   
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51. Para Mario Castillo Freyre y Gino Rivas, existe una interacción entre los 
artículos 1314° y 1315° del Código Civil, ya que para evaluar la fuerza 
mayor se debe analizar la debida diligencia, la cual es exigida para 
evaluar la imprevisibilidad y la irresistibilidad de la fuerza mayor. Por tal 
motivo, los autores señalan que la debida diligencia no se basa 
propiamente sobre la conducta del deudor, sino que su análisis debe 
darse para fijar los eventos que trascienden la diligencia razonable o 
estándar y se tornen casos de fuerza mayor. En otras palabras, la debida 
diligencia es un parámetro que permite identificar qué eventos van más 
allá de lo que exige el deber de diligencia, siendo estos eventos 
transgresores los que no se hubieran podido detener con la debida 
diligencia, calificando como fuerza mayor. En ese orden de ideas, los 
autores indican que para probar la existencia de fuerza mayor, se tiene 
que evidenciar que la debida diligencia no haya podido contrarrestar el 
suceso (Castillo Freyre y Rivas Cas, 2014. pg 137-140). 
 

52. Para Barchi, se debe tomar en cuenta la debida diligencia del deudor; por 
lo tanto, la debida diligencia obliga al deudor a tomar todas las medidas 
correspondientes para poder prevenir los hechos que puedan generarse 
por desastres naturales o por terceros, siempre tomando en cuenta el 
límite de la debida diligencia. Sin embargo, el citado autor menciona 
que, la estructura de la fuerza mayor no es una norma imperativa, 
pudiendo cambiarse su composición o requisitos en el contrato (2020, pp. 
7). Ante lo expuesto, se puede concluir que la fuerza mayor en el derecho 
civil constituye un eximente de responsabilidad en el que debe concurrir 
dos aspectos, el subjetivo, que se basa en la ausencia de culpa del deudor 
y el aspecto objetivo, que consiste en la extraordinariedad, irresistibilidad 
e imprevisibilidad. 
 

53. Por lo tanto, se debe tomar en cuenta que la debida diligencia es un 
criterio transversal de la fuerza mayor, puesto que será bajo los 
parámetros del “hombre diligente” que se analizará lo impeditivo del 
hecho. Asimismo, la aplicación de la fuerza mayor como supuesto que 
permite variar el suministro de electricidad debe realizarse de forma tal 
que no se deje de lado la debida diligencia, considerando la razonabilidad 
de los límites de esta, ya que si no sería un despropósito exigir un nivel 
de diligencia imposible de cumplir.  
 

La fuerza mayor ante la interrupción del suministro eléctrico. 
 

54. Según los artículos 86° y 87° de la LCE, la fuerza mayor será el eximente 
de responsabilidad ante el incumplimiento de la obligación de suministrar 
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continuamente la energía eléctrica. De esta forma, si se comprueba y 
confirma que la causa de la interrupción califica como fuerza mayor, el 
administrado no pagará la compensación a los usuarios por el costo de 
potencia y energía no suministrada. 
  

55. Específicamente, en el artículo 168° del Reglamento, se menciona que se 
absolverá la responsabilidad de las interrupciones ocasionadas por casos 
de fuerza mayor. Además de ello, el artículo 169° del Reglamento 
manifiesta que OSINERGMIN será la autoridad competente para verificar 
y calificar la causa de fuerza mayor. Los artículos mencionados son 
sumamente importantes, porque le otorga la potestad a OSINERGMIN de 
poder calificar la aplicación de la fuerza mayor mediante las 
directivas que ésta emita.  
 

56. En cuanto a lo señalado en el Contrato de concesión, en la Cláusula 
Décima Sexta, menciona que la fuerza mayor será el principal 
eximente de responsabilidad ante la obligación de suministrar 
continuamente electricidad. Además de ello, se menciona que la fuerza 
mayor debe interpretarse conforme a los artículos 1315° y 1317° del 
Código Civil. Hay que tener en cuenta que, el artículo 1317° menciona 
que el deudor queda liberado de los daños y perjuicios por la inejecución 
de sus obligaciones cuando la causa no sea imputable a este. De igual 
forma, el Contrato remite la calificación y acreditación de esta situación a 
la autoridad correspondiente.  
 

57. Ante lo expuesto, se evidencia que toda la normativa del sector coincide 
en señalar al OSINERGMIN como la autoridad correspondiente para que 
pueda calificar la fuerza mayor mediante directivas. En ese sentido, dicha 
Entidad emitió la Directiva para la evaluación de solicitudes de calificación 
de fuerza mayor, la cual señala, en su inciso 1.1 del Título Primero, que 
la causa de fuerza mayor debe ser imprevisible, irresistible, extraordinaria 
y externa a la propia instalación. En adición, la norma señala que se 
evaluará la frecuencia de estos hechos y la incidencia en la 
operación de las instalaciones afectadas. 
 

58. Complementariamente, en el literal e) del numeral 1.4° del Título Primero 
de la Directiva, se menciona que se podrá declarar infundada la solicitud 
cuando el evento no cumpla con los principios establecidos en el 
numeral 1.1°. Es así, que estos principios no solamente son meras 
pautas para calificar la fuerza mayor, sino que son condiciones 
obligatorias que debe cumplir el concesionario para demostrar la 
existencia de la fuerza mayor. Por otro lado, el Título Segundo de la 
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Directiva tipifica los motivos por los cuales se puede calificar un hecho 
como fuerza mayor; no obstante, esta lista no es taxativa ni tampoco 
significa que la sola invocación constituya la aprobación automática de la 
solicitud de fuerza mayor. 
 

59. Para el presente informe, es importante analizar detenidamente el 
numeral  2.6° del mencionado Título, ya que este señala que uno de los 
eventos será el hurto de conductores y/o equipos eléctricos. Dicho 
artículo indica que para alegar el hurto de conductores como un evento 
de fuerza mayor, éste deberá ser comprobado mediante un parte policial.  
Además de ello, la norma señala que se debe tomar en cuenta la 
ubicación de la instalación, las medidas preventivas adoptadas por el 
concesionario y la frecuencia del evento. De lo expresado en la norma, 
se puede observar que no solo se debe tomar en cuenta los principios 
exigidos en el Título Primero de la Directiva, sino que además, serán 
factores determinantes la ubicación de la instalación y las medidas 
preventivas del concesionario, así como la frecuencia del evento. 
 

60. Sin embargo, es fundamental mencionar que esta Directiva no da 
mayores luces acerca de lo que se debe entender como frecuencia, 
dejando a la libre discrecionalidad de la Administración Pública determinar 
ello. Este punto es importante resaltar, ya que la frecuencia resulta un 
criterio problemático que puede desnaturalizar el concepto de la fuerza 
mayor por una mala interpretación. Es por ello, que la frecuencia debe 
entenderse según la debida diligencia y los límites de ésta, a razón de 
mantener una coherencia de la fuerza mayor como eximente ante la 
interrupción del flujo continuo de electricidad.  
 

61. En esa misma línea, si bien la Entidad tiene un margen de 
discrecionalidad, esta debe poseer límites, ya que las potestades 
discrecionales no implican que la Administración Pública pueda ejercerlas 
sin ningún tipo de parámetro y/o criterios. Acorde con Ponce Solé, la 
actuación discrecional debe estar limitada bajo los hechos del caso, 
realizando un examen real, auténtico y efectivo de las particularidades y 
circunstancias de los hechos. De esta forma, se evita una postura inicial 
errónea que vincule otras decisiones singulares que evadan una 
investigación detallada (2014, pp. 95).  
 

62. Por otra parte, es fundamental señalar que la interdicción de la 
arbitrariedad es un principio fundamental que rige a todos las Entidades 
del Estado. Según el Tribunal Constitucional, en la Sentencia recaída en 
el Expediente N° 3167-2010-PA/TC, este principio está basado en la 
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razonabilidad de las facultades discrecionales que tiene el Estado. En ese 
sentido, el Tribunal Constitucional exige que este tipo de decisiones se 
basen en criterios de razonabilidad y no en la arbitrariedad. Es decir, que 
las decisiones de la autoridad deben ser justificadas y motivadas en base 
a la lógica, teniendo en cuenta circunstancias de los hechos. En 
contraparte, el Tribunal Constitucional señala que la arbitrariedad es la 
carencia de una fundamentación objetiva, incongruente y contradictoria 
con los sucesos fácticos del caso, generando una decisión desprendida 
de toda razonabilidad (2010, Fundamento 11).  
 

63. En ese orden de ideas, es pertinente señalar que la discrecionalidad que 
se le otorga a la Administración Pública está permitida dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico. De acuerdo con Zegarra, existen distintas formas 
de discrecionalidad de la Administración, produciéndose, en el presente 
caso, la  discrecionalidad administrativa normativa, a partir del cual se 
ha pretendido incorporar a la Directiva un concepto jurídico 
indeterminado, el cual es la frecuencia en la fuerza mayor. Los conceptos 
jurídicos indeterminados, como bien señala el autor, posee un núcleo 
discrecional que es atribuido a la Administración Pública; sin embargo, 
esta tiene unos claros límites constitucionales, siendo estos la interdicción 
de la arbitrariedad y la proporcionalidad (2006, pp. 15). A su vez, García 
de Enterría citado por Zegarra, declara que la diferencia entre la 
arbitrariedad y la discrecionalidad se basa en la fundamentación objetiva, 
pues la Constitución no admite que el poder público se base en su 
“voluntad” o mero capricho (2006, pp. 9).  
 

64. Por lo expuesto, OSINERGMIN debe, al momento de determinar si hay 
frecuencia, fundamentar en cada resolución el motivo por el cual 
considera que el evento es frecuente. Dicha motivación debe estar 
relacionada con la debida diligencia que tuvo el concesionario, dejando 
de lado cualquier calificación que se centre solo en determinar una 
reincidencia del hecho sin mediar mayor análisis que ello. Sin embargo, 
como se ha estado reiterando, la frecuencia no es el principal criterio que 
se debe tener en cuenta al momento de identificar si un evento es 
imprevisible, irresistible y extraordinario, sino la debida diligencia que el 
concesionario tenga al implementar las medidas preventivas. 
 

65. Lo mencionado anteriormente se condice con la Resolución N° 265-2010-
OS-CD (en adelante la Modificatoria), la cual modifica la Directiva 
excluyendo a la frecuencia como aspecto determinante en la 
clasificación de la fuerza mayor. La Modificatoria elimina cualquier 
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referencia a la frecuencia para el análisis de solicitud de fuerza mayor, 
reformando los principios de la siguiente forma:  
 

“(...) el evento que ocasionó la interrupción o variación de las 
condiciones del suministro eléctrico, sea de naturaleza 
imprevisible, irresistible, extraordinaria o que habiendo sido 

previsto no pudiera ser evitado” (El resaltado es agregado). 
 

66. Este cambio es sumamente importante, porque deja de lado la 
ambigüedad de la frecuencia y pone en claro la importancia de la debida 
diligencia del concesionario. De esta forma, es irrelevante el número de 
veces que acontece el hecho, si no las medidas preventivas que se 
tomaron en cada suceso. Es así que, si es la primera vez que ocurre el 
evento, se aplicarán los tres principios o requisitos clásicos de la fuerza 
mayor; empero, si vuelve a suceder el evento, el administrado podrá 
eximirse de responsabilidad solo demostrando que el hecho haya 
sido irresistible, dejando de lado la imprevisibilidad y la 
extraordinariedad.  
 

67. A partir de la Modificatoria, el concepto de fuerza mayor se torna más 
preciso a las necesidades del sector ecléctico. Para Paredes, hay una 
distinción entre la fuerza mayor en el derecho civil del derecho 
administrativo, siendo la fuerza mayor aplicada en el sector eléctrico la 
más acorde a la realidad y que ha superado los requisitos clásicos 
estipulados en el derecho civil. En ese sentido, como señala Paredes, ya 
no solo se consideran las tres condiciones clásicas, sino que también se 
debe considerar, dentro de la fuerza mayor, el evento que aun siendo 
previsible no pueda ser resistible. Bastando únicamente la acreditación 
de la irresistibilidad del evento, dejando de lado los elementos de 
extraordinariedad e imprevisibilidad (2017).  
 

68. Como bien menciona Paredes, hay dos situaciones claras que permiten 
calificar un hecho como fuerza mayor, siendo el primer evento uno 
extraordinario (evento que se ha producido por primera vez) y, por el otro 
lado, si sucede más de una vez, se considerará un evento de fuerza 
mayor aquel que sea irresistible a pesar de haber tomado las medidas 
preventivas. En consecuencia, como bien señala el autor, esta nueva 
Directiva descarta el requisito de imprevisibilidad, siendo considerada 
parte de la extraordinariedad. Esta omisión de la condición atiende, como 
bien señala Paredes citando a Alpa, que existen eventos previsibles, pero 
que no podrán evitarse, siendo más exactos indicar que existen sucesos 
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extraordinarios o irresistibles como causas no imputables que liberan de 
responsabilidad al administrado (2017). 
 

69. Como consecuencia de la oportuna modificación realizada, los criterios 
establecidos en la Modificatoria siguen siendo utilizados en la actualidad. 
Muestra de ello, es el Procedimiento para la Calificación de Solicitudes de 
Exclusión de Interrupciones del Servicio Eléctrico para el Cálculo de 
Compensaciones, aprobado por la Resolución de Consejo Directivo de 
OSINERGMIN N° 124-2023-OS/CD (en adelante, el Procedimiento). 
Dicha norma, aprobada en el presente año, mantiene el razonamiento 
realizado en la Modificatoria, pues en su artículo 11° indica lo siguiente:  

 
“Para los efectos de la calificación de Fuerza Mayor, se entiende por 
éste al evento cuya causa no resulta imputable al Solicitante de 
naturaleza extraordinaria, imprevisible e irresistible, que impide la 
adecuada prestación del servicio eléctrico, o que habiendo sido 

prevista no ha podido ser evitada.”  (El resaltado es agregado).  
 

70. Asimismo, esta norma contiene las causales de improcedencia en su 
artículo 15° y los supuestos en los que se declarará infundada la solicitud 
en su artículo 16°. Por ello, el Procedimiento deja de forma más clara los 
supuestos en los que se denegará la solicitud, alejándose aún más de 
criterios arbitrarios en los que pueda caer la Entidad al momento de 
evaluar las solicitudes. Con lo cual, se hace más notable que la evolución 
de los criterios de OSINERGMIN tiendan a alejarse de las actuaciones 
arbitrarias, dotando de una mayor seguridad jurídica al administrado. 
 

71. Ante lo expuesto, se evidencia una clara evolución de la fuerza mayor 
dentro del sector eléctrico, en el que se toma una mayor relevancia a la 
debida diligencia como un criterio a evaluar al momento de calificar dicho 
evento. Asimismo, la Administración ha buscado ser más concisa, 
dejando de lado la discrecionalidad que puede devenir en la 
comprobación de la fuerza mayor utilizando conceptos jurídicos 
indeterminados como la frecuencia del evento.  

 
3. ¿Cómo se califica la existencia de fuerza mayor ante una 

interrupción del servicio eléctrico dentro de un procedimiento 
administrativo ante OSINERGMIN? 
 

72. La calificación de la fuerza mayor debe realizarse a partir de los principios 
y requisitos contenidos en la Directiva. Dicha evaluación debe partir de la 
debida diligencia del concesionario como punto principal para determinar 
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la existencia del eximente. En ese sentido, para evaluar la imprevisibilidad 
y la irresistibilidad se debe tomar en cuenta las medidas preventivas 
correspondientes. En cuanto a la extraordinariedad, esta debe ser vista 
tomando en cuenta las particularidades del sector eléctrico. Es importante 
señalar que la Directiva es la norma utilizada en el caso materia de 
análisis; por lo tanto, se procederá a tomar en cuenta los principios y 
requisitos contenidos en ella.  
 

73. Previo a proceder con el análisis correspondiente, es relevante volver a 
señalar algunos hechos importantes del caso que permitirán un mejor 
entendimiento de lo sucedido. El primer aspecto a resaltar es el lugar y 
hora del hecho delictivo. Acorde a los hechos, admitidos por ambas 
partes, la interrupción del servicio ocurrió a las 01:47 am del día 04 de 
agosto del 2007, en el alimentador CÑ-05, entre las estructuras Nro 50328 
(T-5365) y 50330 (T-5375), a la altura de la Panamericana Sur Km 132.5, 
en el distrito de Cerro Azul, provincia de Cañete. De lo descrito, se puede 
señalar que el hurto fue realizado en una hora de poco tránsito y en 
un sector de la infraestructura alejada de la urbe.  

 
La imprevisibilidad y extraordinariedad del evento.  
 

74. La imprevisibilidad y la extraordinariedad del evento, son dos requisitos 
que se describen un evento que no puede ser anticipado a través de la 
debida diligencia y que es atípico, fuera de lo ordinario. Tomando en 
cuenta ello, es importante determinar si el hurto de los conductores 
eléctricos fue un hecho que se salga de lo ordinario y que EDECAÑETE 
no pudo preverlo con una diligencia razonable. Por una parte, la posición 
de OSINERGMIN es que dicho hurto no es imprevisible ni extraordinario, 
sino que el concesionario tuvo los medios oportunos para poder identificar 
los posibles hurtos en la zona, ya que era algo común que ocurriera ello. 
 

75. El principal argumento de la Administración es señalar que el hurto del 04 
de agosto forma parte de una cadena de delitos de igual características 
que se han repetido a lo largo del año. Precisamente, según el 
OSINERGMIN, EDECAÑETE ha solicitado en anteriores ocasiones la 
calificación de fuerza mayor a tres hurtos que han sucedido en el mismo 
sector y con las mismas especificaciones, las cuales están contenidas en 
los expedientes FM-2007-1124, FM-2007-0429 y FM-2007-0238. Esta 
frecuencia de siniestros permitiría al administrado, según el regulador, 
reconocer los lugares y horarios más vulnerables de su estructura. Con lo 
cual, para la Administración Pública, el concesionario debía prever el 



 

 
 

 

26 

hurto y tomar medidas preventivas más eficientes ante estos hurtos 
ordinarios.  
 

76. Sin embargo, esta es una posición que consideramos no ser la más 
adecuada, ya que el principal argumento se basaría en la frecuencia de 
los hechos más que un análisis adecuado de las medidas preventivas. Es 
crucial señalar que una evaluación más acertada significaría la revisión 
de los medios probatorios para evidenciar si hubo una debida diligencia 
por parte del concesionario. Hay que tener en cuenta que la frecuencia 
debe ser entendida a partir de la debida diligencia y no como único criterio 
determinante de la imprevisibilidad y extraordinariedad. Al respecto, 
calificar la fuerza mayor según el número de veces en que se repite la 
causa supondría un límite en la cantidad de solicitudes que puede realizar 
el concesionario, potestad que no tiene OSINERGMIN.  
 

77. En ese sentido, la discusión central en el procedimiento administrativo 
debió centrarse sobre las medidas preventivas señaladas en el informe 
CDC 0266. Es importante resaltar que dicho análisis no fue llevado a cabo 
por OSINERGMIN; por consiguiente, no resulta claro como el regulador 
evaluó la debida diligencia del concesionario sin tomar en cuenta las 
medidas preventivas. Si bien para el regulador la frecuencia puede ser un 
indicador de la existencia de la debida diligencia, lo cierto es que se 
estaría simplificando el concepto a solo su efectividad. En otras palabras, 
la existencia de la debida diligencia no se prueba con su efectividad, sino 
con su adecuada implementación según las características de la 
obligación a cuidar 
 

78. Hay que tener en cuenta, como bien señala Castillo Freyre y Rivas Caso, 
que la debida diligencia es el deber de cuidado que tiene la parte a cargo 
de la ejecución o desempeño de alguna obligación con relación a la otra 
parte; es decir, que es el comportamiento adecuado para realizar 
responsablemente una obligación (Castillo Freyre y Rivas Cas, 2014. pg 
137-140). Sobre ello, Fernández señala que existen dos tipos de conducta 
que tiene el deudor respecto de una obligación asumida, la primera de 
ellas es cumplir con la prestación principal; mientras que la segunda, es 
el deber de protección que tiene el concesionario para superar los 
obstáculos que surjan para cumplir la primera obligación. En esa misma 
línea, el autor señala que el límite de la diligencia será la imposibilidad de 
la misma, la cual debe ser relativa y objetiva; en otras palabras, la 
imposibilidad debe ser tomada en cuenta bajo las circunstancias de la 
relación con el acreedor, pero considerando que cualquier persona en el 
lugar del deudor no pueda vencer la imposibilidad (2005, pp. 816-818). 
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79. Por consiguiente, una evaluación de las medidas preventivas adoptadas 

por EDECAÑETE demostrarían una diligencia adecuada por parte de 
este. No solamente ello, sino que en conjunto serían efectivos para 
disuadir los hurtos ordinarios y predecibles que puedan darse. Por el 
contrario, exigir una mayor seguridad en una zona aislada y de gran 
envergadura generaría un costo sumamente alto para el concesionario, el 
cual no está reflejado en la tarifa del servicio de distribución, lo cual 
imposibilita no solo la ejecución de estas medidas, sino la misma 
obligación principal.  
 

80. En cuanto a la extraordinariedad del hurto, el argumento de la 
Administración parte de las particularidades con las que se produjo el 
evento. Si bien existen tres expedientes anteriores que, de acuerdo con 
OSINERGMIN, demostrarían que este cuarto hurto sería igual a los tres 
anteriores mencionados, una revisión de dos de ellos evidenciarían que 
lo indicado por el regulador no sería así. Acorde al expediente FM-2007-
0429, citado por el regulador, el hurto fue en la madrugada y entre las 
estructuras N 50324 y N 50326; por la otra parte, conforme con el 
expediente FM-2007-0238, el hurto se produjo en la tarde y entre las 
estructuras N 50112 y N 50116. Esto evidenciaría que los anteriores 
delitos no se produjeron con las mismas características ni en el mismo 
lugar en donde sucedió el hurto materia del presente análisis.  
 

81. Lo mencionado anteriormente demostraría que el evento ocurrido el 04 
de agosto del 2007 fue particular y fuera de lo ordinario. Indicar que es 
común un hurto solo porque la víctima ya había padecido otras 
anteriormente, sería simplificar un requisito que implica el análisis de 
detalles tales como el tiempo, lugar y las medidas preventivas que se 
pudieron tomar. Por lo tanto, el evento del 04 de agosto del 2007, sucedió 
en diferentes circunstancias extraordinarias que ocasionaron que las 
medidas preventivas implementadas por EDECAÑETE no fueran 
suficientes.  
 

La irresistibilidad del evento. 
 

82. La irresistibilidad, como bien se mencionó anteriormente, es el suceso que 
no puede ser repelido por las medidas preventivas adoptadas por el 
concesionario. Este requisito no ha sido desarrollado durante el 
procedimiento por parte de OSINERGMIN, debido a que no lo considero 
relevante al momento de calificar la fuerza mayor. El motivo de ello, fue 
porque el hurto, al no ser imprevisible ni extraordinario, ya no podría ser 
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considerado como una causa de fuerza mayor; por ello, para el regulador 
ya no era necesario un examen de la irresistibilidad del evento. No 
obstante, una correcta evaluación de la fuerza mayor debe contener, 
necesariamente, un análisis de la resistividad de las medidas preventivas.  
 

83. Esto se debe a que la irresistibilidad de un evento es un elemento 
fundamental en la composición de la fuerza mayor, debido a que si bien 
mediante la previsión puedes identificar posibles riesgos, sin las medidas 
que  resistan dichos peligros, estos no tendrían razón de ser. En otras 
palabras, pueden existir eventos transgresores que, habiéndose previsto, 
necesitan la aplicación de otras medidas para resistirlos. De esta forma, 
un concesionario diligente debe asegurar medidas preventivas que 
aseguren prevenir y repeler riesgos. En específico, el regulador debe 
pronunciarse sobre las medidas para repeler el hurto con la finalidad de 
dotar de un mayor fundamento a su decisión de declarar o no la existencia 
de una causa de fuerza mayor.  
 

84. Por otro lado, el hurto sufrido por EDECAÑETE tiene el carácter de 
irresistible, debido a que, a pesar de las medidas planteadas por este 
concesionario, los delincuentes pudieron vencerlas. Hay que tener en 
cuenta que, en comunicaciones cursadas con la policía, se dejaba en 
claro que las fuerzas del orden no podían realizar una protección 
adecuada a toda la infraestructura por la dificultad que ello representaba. 
Por lo tanto, dicho hurto no solo fue más allá de la seguridad planteada 
por el concesionario, sino también transgredió lo establecido por la policía, 
dejando en claro el carácter irresistible de este.  
 

85. Por lo expuesto, la calificación de la fuerza mayor debe ser realizada a 
partir del análisis de los tres requisitos principales, teniendo como criterio 
determinante la debida diligencia del concesionario. En ese sentido, la 
frecuencia no es la característica central que rige en la identificación de la 
extraordinariedad o imprevisibilidad, si no es un elemento que permite, de 
forma no certera, señalar la eficacia de las medidas preventivas. Por lo 
tanto, se debe partir con el análisis de la debida diligencia en las medidas 
preventivas, para evaluar la irresistibilidad, imprevisibilidad y 
extraordinariedad, sin dejar de lado la revisión de alguna de estas; de esta 
forma, se calificaría la fuerza mayor por la interrupción del suministro en 
un procedimiento administrativo. 
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¿La interrupción del servicio público ocurrido el 04 de agosto del 2007 en 
la zona de concesión de EDECAÑETE califica como un evento de Fuerza 
Mayor?  
 

86. Como se ha ido señalando a lo largo del presente informe, la relación 
jurídica entre EDECAÑETE y el Estado peruano es sumamente compleja, 
pues no recae en un mero vínculo contractual. Es por ello que, ha sido 
necesario identificar plenamente la obligación incumplida por el 
concesionario. En ese sentido, teniendo en cuenta que se parte de un 
régimen de servicio público, la obligación de mantener continuamente el 
servicio público consiste en garantizar que no se produzcan 
interrupciones al suministro constante que EDECAÑETE debe 
proporcionar a sus usuarios. Sin embargo, la  propia naturaleza de la 
obligación de continuidad del servicio de distribución eléctrica permite que 
el concesionario pueda variar el suministro cuando se le presenten 
eventos imposibles de superar. 
 

87. Dicho supuesto está reconocido como un evento de fuerza mayor, el cual 
ha sido adecuado a las necesidades del sector eléctrico como eximente 
de responsabilidad ante la interrupción del suministro. Esta evolución ha 
sido dirigida a determinar como principal criterio de evaluación a la debida 
diligencia del concesionario. De esta forma, la imprevisibilidad e 
irresistibilidad deben ser vistos a través de la debida diligencia y no desde 
la frecuencia del evento. Con lo cual, un análisis efectivo de los requisitos 
de la fuerza mayor se produciría desde la revisión de las medidas 
preventivas que haya tomado el concesionario, con la finalidad de evaluar 
la debida diligencia que tuvo el administrado.  
 

88. A partir de ello, la evaluación del caso permite señalar que OSINERGMIN 
se basó en la frecuencia de los hurtos que venía sufriendo EDECAÑETE 
para concluir que el suceso era rutinario y predecible. No obstante, un 
análisis en conjunto de la extraordinariedad, imprevisibilidad e 
irresistibilidad del hurto de conductores eléctricos, indica que 
EDECAÑETE implementó medidas de seguridad diligentes que los 
delincuentes pudieron vencer. Es por ello que, a pesar de ser diligente, el 
concesionario no pudo prever ni resistir el evento, resultando en un evento 
que debería ser calificado como fuerza mayor.  
 

89. Por todo lo expuesto en el presente informe, se puede concluir que el 
hurto de conductores eléctricos acontecido el 04 de agosto del 2007, en 
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las infraestructuras de EDECAÑETE, reúne todos los requisitos 
constitutivos que forman parte de la fuerza mayor como eximente de 
responsabilidad.   
 
 

VI. CONCLUSIONES Y/O RECOMENDACIONES 
 

Considerando lo expuesto en el presente informe, se puede concluir lo siguiente:  
 

1. El principio de continuidad es sumamente importante para el servicio 
público de distribución de energía eléctrica, ya que este satisface el 
interés general que conlleva el uso de electricidad. Asimismo, este 
principio, como obligación del concesionario, consiste en mantener sin 
interrupciones el suministro eléctrico a los usuarios. Una interrupción o 
variación del suministro significa una compensación por parte del 
concesionario hacia el usuario, siempre y cuando, la causa de la 
interrupción no sea la fuerza mayor. Esto se debe a que la normativa 
sectorial comprende que trasladar todos los costos de seguridad al 
concesionario, sin ser reflejados en la tarifa, ocasionaría que la prestación 
del servicio no pueda ser  rentable o eficiente.  
 

2. El concepto de la fuerza mayor como eximente de responsabilidad 
contractual ha sido introducido en el sector eléctrico mediante la LCE y 
construido a través de la Norma Técnica, la Directiva y la Modificatoria, 
culminando en el actual procedimiento para calificar la fuerza mayor. Es 
crucial mencionar, que esta clase de fuerza mayor fue importada desde 
el derecho civil y que fue adecuándose a las necesidades del sector 
eléctrico, evidenciando que el desarrollo de la fuerza mayor está orientado 
en señalar a la debida diligencia como un criterio determinante al 
momento de calificar las solicitudes.  
 

3. La calificación de una solicitud de fuerza mayor debe realizarse en base 
a un examen en conjunto de los tres requisitos establecidos en la 
Directiva. En esa misma línea, para la evaluación de los principios de 
irresistibilidad e imprevisibilidad se debe tener en cuenta dentro del 
análisis de la debida diligencia del concesionario. Evaluar la fuerza mayor 
tomando en consideración sólo la frecuencia del evento para desestimar 
la imprevisibilidad y extraordinariedad, ocasiona un límite al número de 
veces que puede solicitar la calificación un concesionario,  restricción que 
OSINERGMIN no tiene la potestad de implementar. 
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4. Tomando en cuenta el marco legal del régimen jurídico de concesiones 
de suministro de energía eléctrica, la correcta evaluación de los requisitos 
de fuerza mayor, en el caso de hurto de componentes eléctricos, debe 
basarse en el análisis de la extraordinariedad, imprevisibilidad e 
irresistibilidad del hecho, todo ello bajo la óptica de la debida diligencia. 
En ese sentido, el hurto sufrido por EDECAÑETE debió ser calificado 
como un evento de fuerza mayor, pues este fue sumamente diligente en 
las medidas preventivas que planteó; sin embargo, el lugar del hecho así 
como la hora imposibilito que repelieran el accionar delictivo de aquel día.  
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